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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

13365 Sala Primera. Sentencia 130/1994, de 9
de mayo de 1994. Recurso de amparo

·~.083/1990. Contra Sent8l1Cia de la Audien­
cia Provincial de ()Yi8do, recalda en apelación,
sobre resolución de contrato de arrendamien­
to de local de n8{Jocio. Supuesta vulneración
del principio de Igualdad y del derecho a la
tutela judicia' efBctiva: denegación de la soli­
citud de planteamiento de 'a. cuestión de
inconstitucionalidad: prórroga legal del con­
!Tato de arrendamiento u~ano.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodrfguez-Piñero y ·Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando Garcra-Mon y González.oRe~ueral.
don Cartos de la Vega Benayas, don Vicente Glmeno
Sendra. y don Pedro Cruz ViUalón, Magistrados. ha
pronunciado .

EN NOMBRE DEl REY

la siguiente

SENTEN.CIA

En el recurso de amparo núm. 2;063/90 interpuesto
por dona Adelina Martfnez Alvarez, representada por el
Procurador don José-lgnacio Noriega Arquer y bajo la
dirección del Letrado don Alberto Fernández Grafno. con­
tra la Sentencia de 1 de julio de 1990, de la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Oviedo. recafda
en el rbtlo de apelación 169/90. sobre resolución. de
contrato de arrendamiento de local de negocio. Ha inter­
venido el MinisteriO Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Vicente Gimeno Sendra. quien expresa el parecer
de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 8 de
agosto de 1990. la representación procesal de doña Ada­
Iina Martfnez A1varez, formuló demanda de amparo con­
tra la Sentencia de 7 de julio de 1990, de la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Oviedo. recafda
en el rollo de apelación 169/90. proceden&e del juicio
sobre resolución de contrato de arrendamiento de local
de negocio 216/89. del Juzgado de Primera Instancia
núm. 5 de Gijón.

2. Los hechos de los que trae causa la demaneta
de amparo relevantes para la resolución del caso son.
en sfntesis. los siguientes:

a) Dona Adelina Martfnez Alvarez. en su condición
de arrendadora de un local de negocio, promovió contra

.su arrendataria demanda para la resolución del contrato
de arrendamiento, celebrado en 1963 y que unfa a las
partes. Alegaba básiCamente la expiración del plazo del
arrendamiento y la inconstitucionahdad del art. 57 LA.U.,
interesando del Juzgado el planteamiento de la cuestión
de ¡nconstitucionalidad respecto de este precepto.

b) El Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de Gijón
(autos 216/89). por Auto de 27 de diciembre de 1989
declaró no haber lugar a plantear la cuestión de incons­
titucionalidad suséitada por la actora. y con la misma
fecha dictó Sentencia por la que desestimó la demanda. .
con imposición de costas a la demandante.

c) Interpuesto recurso de apelación· por la deman­
dante. volvió a reiterar sus pretensiones. y la Sección
Primera de la.Audiencia Provincial de Oviedo (rollo de
apelación 169/90). por ·Auto de 7 de julio de 1990.

. declaró igualmente no haber lugar al planteamiento de
la cuestión de inconstitucionalidad respecto del arto 57
L.A.U.• y el mismo día dictó Sentencia desestimando el
recurso y confirmando la Sentencia apelada, imponiendo
las costas a Iéí apelante. Ambas resoluciones fu.eron noti­
ficadas a la representación de la recurrente el 18 de
julio de 1990.

3. La demanda imputa a las resoluciones de la
Audiencia Provincial de Oviedo la infracción de los
arts. 14, 24, 33 Y 38 C.E.

Respecto del art. 14 c.E. se considera que el ~ 67
L.A.U. establece una desigualdad jurídica entre arren­
dador y arrendatario al otorgarle al último la facultad
de prorrogar el contrato de arrendamiento, con un man­
dato u obligación al arrendador de continuarlo aun en
contra de su voluntad y con una duración tan extensa
en lo temporal que se produce una lesión al derecho
de propiedad contraria al arto 33.1 e.E. Asimismo. el
arto 57 L.A.U. en relación con el art. 9 del Real Decret0-4ey
2/1985. de 30 de abril, da origen a una desigualdad
jurfdica entre arrendadores que reciben un trato discri­
minatorio para el mismo negocio jurfdico que las partes
contrataron en su dfa. cuando además la relación jurfdica
entre las partes deriva de un contrato de tracto sucesivo
y sinalagmático.

La vulneración del arto 24 C.E. se produce porque
los órganos judiciales se han negado a plantear la cues­
tión de inconstitucionalidad que se solicitó en el proceso.
pese a que con anterioridad a ello fue admitida a trámite
la cuestión de inconstitucionalidad 2.010/89 planteada
sobre el arto 57 L.A.U. por otro órgano judicial. Si bien
el planteamiento de la duda de constitucionalidad es
una potestad en sf misma no impugnable. en el presente
caso, se invocó la inconstitucionalidad de la norma del
arto 57 L.A.U. como fondo del asunto. y esta cuestión
de fondo obligaba a plantear la cuestión dado que sobre
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el mismo precepto ya estaba admitida una cuestión que
planteaba la duda sobre su constirucionalidad.

Por todo ello. se termina suplicando la acumulación
del recurso a la cuestión de inconstitucionalidad
2.010/89. y la revocación de las Sentencias de lé
Audiencia y del JUlgado. declarando que las mismas
se han basado en la aplicación de una norma afectada
de inconstitucionalidad. el art. 57 LA.U.• otorgando el
amparo solicitado de resolver el contrato de arrenda­
miento retrotrayendo los autos a la fecha o plazo para
dictar Sentencia. Solicitándose también por otrost la sus­
pensión de la ejecución de las resoluciones judiciales
Impugnadas en evitación del perjuicio por condena en
costas.

4. Por providencia de 14 de enero de 1991: la Sec­
ción Segunda acordó admitir a trámite el presente recur­
so y tener por parte al Procurador comparecido en.nom­
bre de la recurrente y. de conformidad con el art. 51
LOTC. requirió al Juzgado de Primera Instancia núm. 6
de Gijón y a la Sección Primera de la Audiencia Provincial
de Oviedo para que remitiesen testimonio de los autos
del juicio de resoluéión de arrendamiento urbano
216/89 y del rollo de apelación 169/90; interesando
al propio tiempo el emplazamiento de cuantos fueron
parte en el proceso judicial antecedente. con excepción
del recurrente. para que pudieran comparecer en este
proceso constitucional en el plazo de diez dfas.

6. Por providencia de 18 de febrero de 1991. se
acordó tener por recibidas las actuaciones solicitadas.
y dar vista de las mismas al recurrente y al Ministerio·
Fiscal para que en el plazo común de veinte dfas pudieran
presentar las alegaciones que estimaran procedentes.

6. la recurrente. por escrito registrado el 13 de mar­
zo de 1991. formula sus alegaciones en las que. en'
sfntesis. reitera la inconstitucionalidad del art. 57 l.A.U.•
por contrario al art. 14 C.E. Considera que la prórroga

.forzosa es inconstitucional en sf misma por la facultad
que atribuye al arrendatario frente al arrendador. que
conlleva un perjuicio que afecta al arto 33.1. en relaCión
con el arto 31, y 38. todos de la C.E. la discriminación

. que establece entre arrendador y arrendatario el art. 57
LA.U. carece de causa legitimadora. Aparentemente la
justificación de la prórroga forzosa se hallaba en la esca­
sez de viviendas. pero este elemento objet-ivo ha desa­
parecido en la actualidad y sin embargo la ley perma­
nece. la norma presume que el arrendatario es la parte
más débil o desigual en la relación arrendaticia. mientras
que el arrendador es la parte predominante. y asf nos
encontramos que beneficiario de la protección otorgada
per el art. 57 LA.U. puede ser. desde una entidad ban­
caria a un modesto comerciante. Por ello. la protección
que dispensa el arto 67 LA.U. al arrendatariO no sólo
es desproporcionada. sino que no mantiene ninguna pre>­
porcionalidad. Además el art. 57 LA.U. ha incurrido en
una desigualdad sobrevenida en relación con el art. 9
del Real Décrete>-Jey 2/1985. de 30 de abril. pues dis­
crimina entre arrendadores y arrendatarios anteriores a
la vigencia de esta norma y arrendadores y arrendatarios
posteriores a ella. Asimismo. el escrito contiene unas
amplias consideraciones sobre la inconstitucionalidad
del arto 67 LA.U. en relación con los arts. 31. 33.1
y 38 C.E.

7. El Fiscal. mediante escrito registrado el 13 de
marzo de 1991. después de setialar que las vulnera­
ciones de los arts. 31. 33 y 38 C.E.• que se denuncian
en la demanda no pueden tomarse en consideración
al no ser susceptibles de amparo constitucional. entiende
que la resolución judicial que niega el planteamiento
de la cuestión de inconstitucionalidad del art. 57 de la

LE.C.• no wlnera el art. 24·de la e.E. po~ue es doctrina
reiterada del Tribunal Constitucional (SSTC 23/1988;
148/1986 YAATC 10/1983 y 767/1986) que el plan­
teamiento de una cuestión es una decisión que corres­
ponde en exclusiva al órgano judicial el cual por el mero
hecho de no plantearla. no lesiona el derecho funda­
mental consignado en el 'citado artfculo. la resolución
Judicial plenamente razonada y motivada afirma que el
Juz~ador no tiene «duda» alguna respecto a la consti­
tUCionalidad cuestionada del precepto y nadie puede sus­
tituir por otra de signo. cQntrario la voluntad negativa
del juez respecto a la invalidez de la norma.

la actora denuncia que las Sentencias impu~nadas
vulneran los arts. 14 y 24 de la e.E. la violaCión del
art. 24 carece de fundamento porque se basa en que
el órgano judicial al negarse a ~antear la cuestión de
inconstitucionalidad impide el acceso de la recurrente
a la justicia constitucional lo que no .responde a la rea­
lidad. El planteamiento o no de una cuestión es decisión
que compete al Órgano judicial y si no la plantea no
vulnera este derecho fundamental. Por otro lado no impi­
de el acceso a la justicia constitucional al no impedir
el acceso al recurso de amparo. Al invocar la presunta
vulneración del arto 24 de la e.E. por las Sentencias
impugnadas. la actora pretende en definitiva anudar con­
secuencias constitucionales a la negativa de plantear
la cuestión. mediante el expediente de imputarle a las
Sentencias. lo que no puede imputar al Auto. Y de otra
parte los órganos juc;Jiciales al no tener duda alguna sobre
la validez del precepto arrendaticio. le aplican de forma
obligada. lo que no constituye. como pretende la actora.
vulneración del arto 24 de la C.E. Ambas Sentencias cons­
tituyen una respuesta fundada y razonada a la pretensión
deducida por la actora en el proceso al no declarar pre>­
cedente la resolución del contrato de arrendamiento en
base a la aplicación al supuesto fáctico del precepto
regulador de esa situación que para el juez está vigente
y es constitucional.

Respectd de la violación del art. 14 de la Constitución.
se fundamenta en la discriminación que establece el pre­
cepto legal entre arrendador y arrendatario. ~I art. 57
de la LA.U. no se puede examinar aisladamente. como
hace la demanda de amparo para concluir que su _apli­
cación vulnera el art.. 14 de la C.E. sino como elemento
normativo integrante de un contrato. inseparable de la
totalidad. Un estudio aislado distorsiona su realidad legal
y lo aleja de la finalidad y de la ratio del legislador. la
legislaetón especffica sobre arrendamientos urbanos
regula con carácter imperativo. una serie de derechos
y obligaciones de-Ios contratantes que por sus especiales
caracterfsticas estima necesario excluir de la plena au~
nomfa de la voluntad. la exclusión se produce por la
naturaleza del objeto del contrato que el legislador con­
sidera que constituye un bien esencial para la persona
y la familia bienes que son necesarios proteger de acuer­
do. hoy dfa. con los principios constitucionales (art. 39
y 47 de la C.E.). la naturaleza de la vivienda y su inci­
dencia en la vida de la persona y familia exige que la
relación arrendaticia tenga un cierto grado. de perma­
nencia y estabilidad. y para ello el leQislador arbitra medi­
das legl!1es tendentes a evitar cambiOS o modificaciones
en esa estabilidad y permanencia. Esta finalidad obliga
a que el contrato de arrendamiento tenga una duración
y continuidad no exigida en Gtros contratos. Esta rea­
lidad. nacida del carácter social y familiar de la vivienda.
constituye fundamento bastante y suficiente para esta­
blecer limitaciones a la libre autonomfa de las partes
respecto a su contenido en el momento de la celebración
del contrato. Otro fundamento de las limitaciones
impuesta por el legislador a la libre autonomfa de la
voluntad. es su escasez cuyas caueas han sufrido una
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transformación y que constituye una realidad que sufren
todos aquellos que comienzan sus vidas independientes
y no tienen medios económicos para adquirir una
vivienda.

El contrato de arrendamiento es una unidad y su exa­
men exige la consideración de la totalidad de los dere­
chos y obligaciones de los cootratantes. La ley concede
al arrendatario. el derecho de prórroga (art. 57). para
mantener la cohesión familiar por. medio de la perma­
nencia en el contrato. Este derecho tiene sus Irmites
de tiempo y condiciones de las personas que pueden
ejercerlo. Frente a este derecho del arrendatario la ley
establece. a favor del arrendador. la adecuación de la
merced arrendaticia durante el tiempo de duración del
arrendamiento mediante una rewlorización de la renta.
realizada por et Gobierno cada dos años atendido el coste
de la vida y suetdos (art. 100.1 y 4 LA.U.) o por pacto
de los contratantes (art. 98 LAU.). Esta revalorización
supone el establecimiento por voluntad de las partes
o por ley de una cláusula de estabilización con la finalidad
de mantener la equiparación de las prestaciones nacidas
der contrato. La Ley establece et derecho de prórroga
forzosa pero admite excepciones como son los supues­
tos de (art. 62 LAU.): necesidad. derribo. falta de ocu­
pación. doble ocupación y disponibilidad. -.

El legislador' puede regular el contrato de arrenda­
miento con et contenido de derechos y obligaciones que
estime adecuados para la consecución de la finalidad
pretendida atendida la naturaleza del objeto del contrato.
EI,legislador considera con fundamento objetivo y racio­
nal que tanto el derecho de prórroga forzosa como la
revalorización de la renta deben 88r contenido de este
contrato. Los contratantes lo conocen y son libres de
celebrarlo y si lo hacen. lo aceptan y esta aceptación
supone que no consideran que exista discriminación
alguna. El estudio conjunto del contrato de arrendamien­
to permite afirmar que no existe una situación de pri­
vilegio del arrendatario que supon~a vulneración del
art. 14 de la Constitución. La posiCIón de arrendatario
y arrendador son diferentes por ser partes contrapuestas
en et contrato y no admiten una comparación que per­
mita establecer la discriminación. eI·arrendador. no está
discriminado con respecto a los demás arrendadores que
contrataron en el mismo momento y que tiene los mis­
mos derechos y obligaciones ni tampoco respecto al
arrendatario porque tienen posiciones jurídicas distintas.
Frente al derecho a la prorroga forzosa. se establece
él derecho a la revalorización legal de la renta. La regu­
1ac1ón especffica del amtndari'íiento nace del carácter,
social y de primera necesidad de la vivienda. asiento
de la familia. asr como la necesidad de evitar la espe­
culación producida por sueasez. Estas razones jus­
tifican y fundamentan suficientemente el establecimien­
to del derecho a, la prórroga forzosa. que constituye no
un privilegio sino una especialidad. El contrato de arren­
damiento en su conjunto y en'especial el derecho de
prórroga forzosa tiene un fundamento objetivo. razona­
ble V suficiente que impide aceptar la violación del dere­
cho de igualdad.

El contenido del Real Decre~ey 2/198~no des­
virtúa las consideraciones anteriores porque el tiempo
_ un dato objetivo que no genera desigualdad de trato.
El legislador puede regular la efectividad temporal de
las normas por relación a situaciones preexistentes y
según criterios de oportunidad que cuando no son irra­
cionales no pueden resultar contrarios al principio de
igualdad. (ATC 679/1986) y tiene libertad para dictar
normas atemperadas al devenir social sin que tenga la
obligación de extender su aplicación a supuestos ante­
riores que se rigen por normas dictadas en un momento

determinado y para una situación especffica. No existe
violación álguna del derecho fundamental de igualdad.

8. Por providencia de 6 de mayo de 1994 se fijó
para la deliberación y fallo de la presente Sentencia el
siguiente dia 9 del mismo mes y añ.~. .

11. Fundamentos jurfdicos

1. Aunque la demanda imputa a la Sentencia recurri­
da la violación de los arts. 14. 24. 31. 33.1 Y 38 C.E.•
sólo la eventual infracción de los dos primeros preceptos
pueden ser objeto de examen en este proceso. al ser
los únicos susceptibles del recurso de amparo consti­
tucional (art. 41 LOTC).

Circunscrita la quéja de amparo a los arts. 14 y 24
C.E.• y comenzando por este último. sostiene la recurren­
te que la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva se ha producido al no haber planteado el Juz­
gado ni la Audiencia la cuestión de ¡nconstitucionalidad '
sobre el art. 67 LA.U.. a pesar de haber sido solicitado
su plariteamiento en un proceso judicial en el que la
pretensión de resolución arrendaticia. que se ejercitaba
en la litis. se fundaba precisamente en la Íllconstitucio­
nalidad de dicha norma locativa. y haber sido admitida
a trámite con anterioridad y hallarse pendiente de deci­
sión la cU$stión de inconstitucionalidad 2.010/89 sobre
el mismo precepto.

2. Con independencia del juicio de constituciona­
lidad que merezca la prórroga legal o forzosa que esta­
blece el arto 57 LAU.• y al que luego nos referiremos.
no se ha producido la vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva que se denuncia. Como hemos señalado
en reiteradas, ocasiones. el planteamiento de la cuestión
de inconstitucionalidad es prerrogativa exclusiva e irre­
visable de los órganos judiciales. los cuales por el mero
he~~o de no s~scitarl.a y. ~plicar la ley que. pe!J8 a la
opinIón contrana del JustiCiable. no conSIderan Incons­
titucional. no lesionan el derecho a la tutela judicial efec­
tiva de éste (SSTC 148/1986. 23/1988. 67/1988;
119/1991). ceNo resulta posible plantear a ttste Tribunal.
mediante la alegación del arto 24 de la Constitución.
el control sobre la decisión que los Jueces adopten al
respecto. o el no uso por éstos de la facultad que les
atribuye el arto 163 de la Constitución- (STC 67/1988).
y ello. porque el arto 35 LOTC no obli9a al órgano judicial
a plantear la cuestión cuando lo pIda una parte. sino
que el planteamiento sólo ha de producirse cuando el
Juez o Tribunal' considere que la norma de cuya validez
depende el fallo a adoptar pueda ser contraria a la Cons­
titución. El citado arto 35 de la LOTC no concede un
derecho a las partes al planteamiento de la cuestión
de inconstitucionalidad que establece el arto 163 C.E.•
sino únicamente la facultad de instarlo de los órganos
judicial~s. a cuyo único criterio. sin embargo. la Cons­
titución ha confiado el efectivo planteamiento de aquélla
cuando. de oficio o a instancia de parte. aprecien dudas
sobre la constitucionalidad'de la norma apli~bleal caso
que deben resolver (SSTC 133/1987. 119/1991.
151/1991). Ello es asr también en aquellos supuestos
en los que otros Jueces o Tribunales hayan podido pro­
ceder al planteamiento. ante este Tribunal Constitucio­
nal. de la misma cuestión de inconstitucionalidad que.
en este caso. la recurrente ha interesado.

3. En el presente caso. tanto el Juzgado como la
Audiencia. ante la petición de la actora. abrieron el trá­
mite de alegaciones previsto en el arto 36.2 LOTC, y
tras orr a las partes y al Ministerio Fiscal. acordaron por
Auto, en el que razonaron de forma expresa y amplia
la conformidad constitucional del art. 67 LAU.• denegar
la solicitud de planteamiento de la cuestión de incons-
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titucionalidad. Por tanto. no ofreciendo a los órganos
judiciales la duda de constitucionalidad que el arto 163
C.E. exi~e para el planteamiento de la cuestión. no esta­
ban obligados a plantearla ni se vulnera con ello ningún
derecho fundamental de la recurrente. '

4. Considera. asimismo. la recurrente que el arto 57
L.A.U.• al establecer la prórroga legal del contrato de

¿mendamiento urbano. obligatoria para el arrendador y
potestativa para el arrendatario. en virtud de la cual este
último puede prolongar indefinidamente la duración del
contrato. determina una desigualdad jurfdica entre arren­
dador y arrendatario contraria al arto 14 C.E. Igualmente
estima la solicitante de amparo que con la vigencia del
arto 9 del Real Decreto-ley 2/1985. de 30 de abril, que
suprime la prórroga forzosa para los arrendamientos
urbanos que se celebren tras su entrada en vigor. se
produce una desigualdad jurfdica sobrevenida entre los
arrendadores sujetos a la prórroga legal que establece
el arto 57 L.A.U.• y los arrendadores posteriores al citado
Real Decreto-Iey 2/1985. que no están vinculados por
la prórroga legal que impone dicho precepto.

Para la resolución de estas quejas de amparo es obli­
gado que nos remitamos a la doctrina de la STC
89/1994. en la que el Pleno de este Tribunal declaró
la conformidad constitucional de la prórroga legal esta­
blecida en el arto 57 L.A.U. con los postulados del derecho
a la igualdad jurfdica que se se derivan del art. 14 C.E.;
en consecuencia. basta que demos por reproducidos los
razonamientos que entonces expresamos para fundar
la desestimación del presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado.
Publfquese esta Sentencia en el ccBoletfn Oficial del

Estado». .

Dada en Madrid. a nueve de mayo de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodrfguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando Garcfa-Mon y González Regue­
ral.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado y rubricado.

13366 Sala Primera. Sentencia 131/1994, de 9
de mayo de 1994. Recurso de amparo
1.09111991. Contra Auto de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del T.S.J. de
Madrid. Extemporaneidad del recurso de
amparo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodrfguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando Garcfa-Mon y González-Re~ueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Glmeno
Sendra. y don Pedro Cruz Villalón. Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.091/91 interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Bonifacio Fraile
Sánchez, en nombre y representación de don Edmundo

Munilla Pascual. don Miguel Castillo Peinado. don Miguel
Aguilar Algora. dona Elena Femández Alonso. doña
Marra Manuela Blanco López y don Jesús Marrodán
Carrasa. asistidos por el Letrado don José Marfa Gil-Ro­
bies. contra el Auto de la Sección Segunda de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del tribunal Superior
de Justicia de Madrid. de·19 de abril de 1991. en recurso
núm. 440/76. H~n comparecido. adem6s del recurrente
y del Ministerio Fiscal. don José Luis Herranz San Juan
y don Pedro Martfnez Heras. representados por el Pro­
curador de los Tribunales don Roberto Granizo Palome­
que y asistidos por el Letrado don Manuel de la Rocha
Rubf. y el Ayuntamiento de El Escorial. representado por
el Procurador don- José Luis Pinto Marabotto. asistido
del Letrado don Rafael Barril Dosset. Ha sido Ponente
don Vicente GimenoSendra. quien expresa el parecer
de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en el Registro del
Tribunal el dfa 24 de mayo de 1991 don Edmundo Muni­
lIa Pascual y los demáS recurrentes anteriormente seña­
lados interpusieron recurso de amparo contra el Auto
de la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
de 19 de abril de 1991 que confirma una providencia
anterior de 11 de enero de 1991. Con anterioridad el
mismo recurrente habla impugnado esta última provi­
dencia de 11 de enero de 1991 mediante recurso de
amparo presentado el '12 de febrero de 1991.·tramitado
bajo el núm. de registro 360/91 y que concluyó en
virtud de providencia de inadmisión de 16 de septiembre
de 1991 que estimó caducado el mencionado recurso
por haber trascurrido el plazo previsto en el arto 44.2
LOTC•.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

A) Los solicitantes de amparo interpusieron recurso
contencioso-administrativo contra un Acuerdo del Ayun­
tamiento de El Escorial de 7 de febrero de 1976 en
el que recayó Sentencia del Tribunal Supremo de 21
de noviembre de 1981 que. entre otros extremos. ordena
la demolición de lo edificado al amparo de la licencia
de construcción impugnada en aquel recurso.

. B) Mediante Auto de 6 de marzo de 1986 ~ Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia decretó
el cumplimiento de la anterior Sentencia firme. resolu­
ción que fue confirmada por el Tribunal Supremo median­
te Auto de 22 de enero de 1988. A instancia de la
recurrente se acordó.con fecha 26 de enero de 1990
requerir al Ayuntamiento demandado para que remitiera
testimonio de cuantas diligencias hubiese practicado en
orden a la ejecución deto resuelto. traslado que el Ayun­
tamiento cumplimentó mediante.escrito de 16 de febrero
de 1990 en el que ·pone de manifiesto la imposibilidad
de llevar a efecto la ejecución de la Sentencia.

•
C) La Sala dicta providencia de 20 de marzo de

1990 en la que reitera el requerimiento de ejecución.
sin perjuicio de que si concurren las circunstancias de
inejecutabilidad del fallo a que alude el arto 18.2 de la
Ley Orgánica del Poder Judicial puedan interesarse las
medidas procedentes. Contra esta providencia se inter­
puso recurso de súplica desestimado mediante Auto de
30 de mayo de 1990. Los recurrentes en amparo expre­
saron mediante escrito de 21 de junio de 199Q su pro­
testa por no haberse efectuado en la notificación del
citado Auto la indicación' de los recursos procedentes.


